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El caso hipotético que a continuación se presenta debe pensarse como si cada uno de ustedes lo conociera en el marco de sus actividades diarias de intervención como pedagogos (en una escuela, comedor comunitario, organización social o política, territorial, etc.). Por ello, las respuestas deben estar formuladas desde el punto de vista de pedagogos sociales, que tienen que formar a otras personas para que tengan herramientas de intervención en situaciones similares.
El caso debe ser analizado tomando en cuenta tanto las experiencias de intervención personales, la bibliografía de la materia y todo otro material que se considere pertinente. Por ello, deberán aclararse puntualmente los materiales utilizados.

El trabajo deberá tener una extensión mínima de 6 páginas, presentadas en hoja A4, con letra arial 12 e interlineado sencillo.

Caso: 
Jorge Gómez es un joven de nacionalidad boliviana de 22 años, que vive en un barrio carenciado del sur de la Ciudad en una casilla muy pequeña junto a su madre y sus cinco hermanos. Uno de sus hermanos, el menor, tiene 4 años y no va al jardín por falta de vacantes. Jorge necesita encontrar trabajo de forma urgente ya que su madre no puede trabajar porque tiene una grave afección de salud que la mantiene en reposo y por la cual la tiene que operar, pero recién le dieron fecha de operación para dentro de seis meses. Jorge, que es morocho y de baja estatura, no tiene estudios secundarios. 
Una tarde mientras Jorge camina por el barrio de Palermo, dos policías con armas largas se bajan de un patrullero, lo apuntan, lo golpean, lo detienen, le ponen unas esposas y lo tiran al piso. Jorge se identifica con el documento de nacionalidad boliviano y exhibe el certificado de residencia precaria en Argentina. Luego llegan más patrulleros y en total suman 10 policías que lo rodean. El joven no tiene ningún arma. Lleva una billetera, llaves y un celular. Los policías lo acusan de haberse robado ese celular en la vía pública a una adolescente. Y le dicen que con esa documentación que exhibe no puede transitar y que lo van a expulsar del país. Pasa toda la noche detenido. 
A partir del presente caso:

1) Identifique los actores involucrados.

Los actores involucrados en el relato son:

- Jorge Gómez, joven boliviano de 22 años.

- Su madre y sus hermanos.
- Los policías.

- El Estado.

- La sociedad.

2) Identifique el problema central y los conflictos menores del caso.
El problema central que padece Jorge y su familia, son los problemas de discriminación que existen en nuestra sociedad y, podríamos decir en el mundo mismo. 
Además de sufrir el incumplimiento de “Los Derechos Humanos”, que están inscriptos en la Organización de las Naciones Unidas (ONU), organismo internacional formado por 51 Estados en 1945 y que actualmente lo conforman casi todas las naciones del mundo (192 Estados miembros); en la cual la instancia supranacional es que los Estados garantizaran estos derechos a sus habitantes.
En 1948, se llegó a un consenso que se plasmó en un documento llamado Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH). El mismo establece “el derecho a la vida, a la igualdad, a la libertad de pensamiento y de expresión, a que las persona pueden participar en el gobierno de su país, a la salud, al trabajo, al descanso y a la educación, entre otros”.
Los derechos son universales y es el Estado el que debe garantizarlos. La universalidad implica que son inherentes a la condición humana, todas las personas son titulares de los derechos humanos y no puede argumentarse diferencias de regímenes políticos, sociales o culturales, ni de características individuales relacionadas con el sexo, la raza1, el color, el idioma, la religión, el idioma, posición económica, opinión política o de cualquier otra índole.

La obligación de cumplir o garantizar requiere que el Estado adopte medidas apropiadas con todos los medios a su alcance, tanto a nivel legislativo, administrativo, presupuestario y judicial, para dar plena efectividad a los derechos. Promoviendo la implementación de medidas a largo plazo y la previsión de la garantía de los derechos en el futuro.
El Pacto Internacional de derechos Civiles y Políticos (1966), en el mismo se tutelan la libertad, la seguridad y la integridad física y moral de la persona, y su derecho a participar en la vía publica. Es de una exigibilidad inmediata: “los Estados se comprometen a respetar y garantizar a todos los individuos que se encuentran en su territorio (…) “.
En el caso de Jorge y su familia, estos derechos no están siendo cumplidos, ya que, los derechos son “integrales o indivisibles”; ya que al vulnerarse un derecho, por efecto dominó se ven afectados todos los otros derechos.
3) Precise los derechos que se encuentran vulnerados en el caso y mencione las normas que resguardan todos esos derechos (identifique especialmente normas constitucionales nacionales y de la Ciudad de Buenos Aires).
Para responder a la consigna, primero nos interesa reflexionar sobre los derechos humanos de las personas migrantes que viven en nuestro país, no sólo por las continuas situaciones discriminatorias, sino también por la falta de garantías mínimas para que se respeten sus derechos.
Pese a la reforma realizada en 1994, encontramos en la Constitución Nacional, textos que sustentan las prácticas discriminatorias. El Art. 25 plantea  “El Gobierno Federal fomentará la inmigración europea: y no podrá restringir, limitar, ni gravar con impuesto alguno la entrada en el territorio argentino de los extranjeros que traigan por objeto labrar la tierra, mejorar las industrias, e introducir y enseñarlas ciencias y las artes.” Esto podría llegar  ser “lógico” en 1853, ya que se buscaba la transformación de la sociedad argentina modificando su herencia.
__________________________________________________________________

1_La denominación raza es inadecuada ya que la Convención Internacional Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial (proclamada por la ONU en 1963) determina que “toda idea o doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial es científicamente falsa, moralmente condenable y socialmente injusta
Pero los inmigrantes que llegaron no fueron los que esperaban Sarmiento ni Alberdi, sino que venían de las regiones, expulsados del proceso de modernización europea. Muchos de ellos traían ideas estrechamente relacionadas con el anarquismo y socialismo. Sus ideas se oponían a las políticas liberales establecidas en una connotación negativa de la inmigración. Esto fue plasmado en todas las instituciones sociales, entre ellas el sistema educativo.
El “orden social” impuesto afirmó la posibilidad de “seleccionar y disciplinó”- sojuzgugando, eliminando o expulsado, según el caso – tanto a los gringos “barbaros” como a los indígenas, mestizos o negros. Así en el año 1902, durante la presidencia del General Roca, se sancionó la  Ley 4144, más conocida como la Ley de Residencia, la cual permitía la expulsión de las personas extranjeras conocidas como “indeseables”, principalmente militantes sindicales. 
A pesar de todo, el flujo migratorio no se detuvo, por distintos motivos (Guerras Mundiales, persecuciones ideológicas y/o políticas, crisis económicas y las dictaduras militares) obligaron a las personas a exiliarse en busca de un bienestar, que no siempre encontraron.

A partir de la década del ’30 con la ampliación del proceso de urbanización se producen migraciones internas de trabajadores provenientes de las provincias más pobres del país. A los cuales los residentes de la Ciudad de Buenos Aires los denominaron “cabecitas negras”.

Las distintivas migraciones que se produjeron en nuestro país, está dada por el cambio de inmigrantes europeos por inmigrantes provenientes de Latino América y en menor medida del Cercano Oriente.
A pesar del paso del tiempo en nuestra historia, en el imaginario colectivo aun se idealizan las virtudes de la inmigración europea con una cierta ida de superioridad seudo étnica y cultural, que la sociedad argentina o gran parte de ella se fue naturalizando.

Esto, aunque parezca extraño en pleno siglo XXI, produjo rasgos xenófobos hacia los inmigrantes de origen latinoamericano, cuyas denominaciones genéricas como “bolitas”, “paraguas”, “brasucas”, “negros”, “yoruguas”, entre otras, muestran como la sociedad estigmatiza a todas aquellas personas  pertenecientes a comunidades diferentes.

A partir de la década dl ’90, como consecuencia de las políticas neoliberales y el Plan de Convertibilidad, se hizo más notorio el flujo inmigratorio de países limítrofes. Con el aumento de la tasa de desocupación, que en el año ´90 era del 6%, en el 2000 paso al 14,7% y hacia fines del ´96 alcanzo un 18,8%, así la estigmatización cae sobre el inmigrante como el “responsable” directo de la desocupación, como apropiador ilegitimo de servicios sociales, “culpables” de los índices de delitos relacionados con el trafico de drogas y el empleo de armas. Esto le pasa a Jorge y a su familia, son extranjeros y no se los considera sujetos de derecho. Y, por ello Jorge es sometido a detenciones arbitrarias, vejaciones, maltrato, extorsión, despojo, extrema explotación y hasta la expulsión.

Culpar a nuestros hermanos latinoamericanos por los efectos del ajuste económico, el déficit habitacional, el continuo aumento de la desocupación o la ocupación ilegal de inmuebles, constituyen una forma de rechazo, xenofobia y prácticas injustas que se retroalimentan y reproducen la discriminación, el odio y la violencia.
El pequeño de 4 años, no tiene acceso a la educación, otro de los derechos vulnerados que debe sufrir la familia. Las tres leyes fundamentales que deben garantizar en la Ciudad de Buenos Aires  los derechos de los niños/as y los y las adolescentes son:

· Ciudad de Buenos Aires: Ley de Protección Integral de los Derechos de Niños, niñas y adolescentes (Ley 114).

· Nacional: Ley de Protección Integral de los Derechos de Niños/as y Adolescentes (Ley 26061).
· Internacional: Convención sobre los Derechos del Niño.

El derecho a la Educación no puede verse como algo aislado, separado de la garantía del resto de los derechos humanos. Desde esta perspectiva de la integralidad podemos “leer” las relaciones entre nivel socioeconómico y garantía del derecho a la educación de calidad.

Los hermanos de Jorge, al no tener un trabajo digno para mantenerse económicamente y satisfacer las necesidades básicas que necesitan los niños, niñas y adolescentes, consideramos que es importante tratar el tema de la Desnutrición Calórico Proteica ya que representa una vulneración del derecho a la alimentación que conduce a la violación de otros derechos. Como tal, se encuentra ligada estrechamente con la discriminación, tanto en sus causas como en sus consecuencias.

La desnutrición calórica proteica causada por la deficiente ingestión de alimento de origen animal es la principal enfermedad carencial de América Latina, y constituye, junto con las infecciones la principal causa de muerte en el grupo de uno a cinco años de edad.

La madre de Jorge sufre una enfermedad. Hablar de salud2 supone hablar de derechos humanos. La declaración universal de los DDHH (1948) y  PIDESC se refieren al derecho a la salud. La declaración universal incluye a la salud, en su artículo 25, al hablar del derecho a un nivel de vida adecuado y lo relaciona con la alimentación, el bien estar, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios, seguro en caso de desempleo, enfermedad, 
________________________________________________________________

2-La normativa sobre derechos humanos no está exenta de contradicciones. En el caso del derecho a la salud, no existe una Ley Nacional de Salud, de carácter integral, que defina los lineamientos de la política pública de salud en tanto derecho 
Invalides, viudez, vejez y otros casos.

Por su parte el PIDESC (1966) establece obligación legalmente vinculadas para los gobiernos de los estados que los ratifican establecen su artículo 12 que estos estados reconocen el derecho de toda persona al disfrute del mas alto nivel posible de salud física y mental.

4) Señale las acciones u omisiones por las cuales los derechos identificados se ven vulnerados. ¿Quiénes son los responsables de que esos derechos se garanticen?
La principal acción que podemos resaltar en el texto es la discriminación, esto se debe al racismo y a sus formas. En realidad, como aclaramos anteriormente la “raza” no es un fenómeno biológico, sino un mito social, originando un mal enorme en los aspectos social y moral. 

El racismo tiene raíces históricas; son numerosas las sociedades y culturas contemporáneas que apenas presentan huellas de él: la conquista, justificar la esclavitud de los negros, la desigualdad racial en Occidente, las relaciones coloniales, el antiseminitismo, haciendo que los judíos servicien de víctimas propiciatorias a las que se cargaba la responsabilidad de los problemas y las crisis a las que se enfrentaban numerosas sociedades.

Por lo tanto, el racismo no debería existir. Sin embargo, la realidad nos demuestra lo contrario, en nuestros días esta conducta de rechazo, segregación y discriminación al extranjero se expresa como xenofobia. La violencia puede aparecer difusa o muy localizada que comparte la marginación con la miseria y de desocupación; la discriminación, aparece en instituciones aunque no logra estigmatizarse en lo inmediato. Esta doctrina más extendida aparece en ciertos medios periodísticos, la violencia es más frecuente y dirigida, en donde la segregación y la discriminación son más evidentes y perceptibles dentro de la vida social y general un especio visible.

Cuando toma forma política, el racismo se convierte en el principio de acción política o para política que anima debates, ejerce presiones, moviliza a amplios sectores de la población, capitaliza ideologías, opiniones y prejuicios, los orienta y desarrolla por medios de intelectuales orgánicos, y puede utilizar la violencia como un medio para la toma de poder, haciendo proyectos de segregación racial y reclama medidas discriminatorias.

En él pero de los casos, el racismo puede ser total, y es cuando el Estado mismo se organiza de acuerdo de orientaciones racistas y asume al racismo como ideología propia: desarrolla políticas y programas de exclusión, de destrucción o de discriminación masiva.

“El trabajo es más que el trabajo, y por lo tanto el no trabajo es mas el desempleo”. Castel Robert (1997) La Metamorfosis de la Cuestión Social. Buenos Aires, Paidos. 

El Estado debe ser garante del cumplimiento del derecho al trabajo. A su vez, por esta misma razón los desempleados no poseen un servicio de salud privado y solo cuentan con el que los hospitales públicos pueden proveer. La prestación a este servicio se ha deteriorado en los últimos años debido al aumento de la demanda de pacientes y a los escasos presupuestos que el Estado destina para la salud.

Lo que hay que preveer, es que los que no pueden acceder a una buena educación debido a una mala alimentación o a problemas de salud, es posible que reproduzcan la historia de sus padres al verse obstaculizado su futuro ingreso al mercado de trabajo generando a si un circulo vicioso.

Por otra parte, los aparatos represivos del Estado, la policía federal que utiliza su poder para realizar detenciones arbitrarias. La falta de los controles del propio sistema penal sobre su ejecución fueron construyendo, hacia dentro de la fuerza policial, la figura del “sospechoso”. La simple portación de cara es motivo suficiente para que el personal policial sospeche de una persona hasta llegar detenerla en la vía publica para realizarle preguntas que si generan cierto temor en el interrogado, termina en la detención del mismo, por averiguaciones de antecedentes. Así mismo, los miembros de las comunidades discriminadas son conscientes de los abusos y la discriminación de la cual son objeto. 

A los ya conocidos estereotipos de “cabecita negra”, “negro”, actualmente se incorporo un nuevo adjetivo estematizante y claramente excluyente como es la figura del “inmigrante ilegal”, o sea a los indocumentados de países limítrofes, que se extienden a un conjunto mayor poniendo bajo sospecha de ilegalidad a todos aquellos que por poseer rasgos físicas indígenas o nativos (que no reconocen fronteras nacionales), por “portación de cara” cargan con el estigma.
Este nuevo estigma es reproducido por discursos que identifican la llegada del inmigrante con un nuevo problema social para la Argentina, la invasión silenciosa que aumenta la competencia en el mercado laboral y la pérdida de bien estar y oportunidades para los trabajadores argentinos.

Como reflexión creemos que la educación es el único camino para superar los efectos de la intolerancia y la discriminación.

Estos policias, desconocen la derogación de la ley de la dictadura y la sanción de una Ley de Migraciones. Desde 1983 la democracia argentina mantenía vigente la ley de la dictadura, N°22.439, conocida como “Ley Videla.”
El problema de la ley de facto no sólo estaba en su cuestionable origen, sino en su mensaje y contenido, en tanto consideraba al inmigrante como un peligro para la seguridad nacional y el orden público, establecía un mecanismo de control al margen del derecho y negaba el acceso a derechos fundamentales garantizados por La Constitución Nacional a todos los habitantes del país. Dicha ley, habilita a la Dirección de Migraciones y su policía auxiliar a ordenar y ejecutar detenciones y expulsiones de extranjeros, sin ningún tipo de control e intervención del Poder Judicial, vulnerando las garantías procesales básicas.

Asimismo, la ley negaba expresamente el acceso a derechos esenciales como educación, salud y vivienda a quienes no contaban con residencia legal en el país. Lo ilógico de esta ley es que la principal causa de irregularidad migratoria eran las trabas impuestas por la propia ley.
Los gobernantes de estas dos últimas décadas continuaron legitimando el sistema establecido por la ley de facto.

En diciembre de 2003, la Ley Videla fue derogada con la sanción de la actual Ley de Migraciones N° 25.871, promulgada en enero de 2004. Poniendo énfasis en la protección de los derechos humanos de los migrantes y un peculiar acento en el contexto regional, que implica el reconocimiento explícito de la migración proveniente de países limítrofes y vecinos. 

La sanción de esta nueva Ley representa un avance hacia la consolidación del estado de derecho en Argentina y el pleno respeto de los derechos humanos de todos sus habitantes como derecho esencial e inalienable de la persona y lo garantiza sobre la base de los principios de igualdad y universalidad, en su artículo 4°. 
Jorge y su familia no están siendo tratados ni respetados según la Ley vigente, que en los siguientes artículos expresan: 

ARTICULO 5° — El Estado asegurará las condiciones que garanticen una efectiva igualdad de trato a fin de que los extranjeros puedan gozar de sus derechos y cumplir con sus obligaciones, siempre que satisfagan las condiciones establecidas para su ingreso y permanencia, de acuerdo a las leyes vigentes.
ARTÍCULO 6° — El Estado en todas sus jurisdicciones, asegurará el acceso igualitario a los inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que gozan los nacionales, en particular lo referido a servicios sociales, bienes públicos, salud, educación, justicia, trabajo, empleo y seguridad social.
ARTICULO 7° — En ningún caso la irregularidad migratoria de un extranjero impedirá su admisión como alumno en un establecimiento educativo, ya sea este público o privado; nacional, provincial o municipal; primario, secundario, terciario o universitario. Las autoridades de los establecimientos educativos deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria.
ARTICULO 8° — No podrá negársele o restringírsele en ningún caso, el acceso al derecho a la salud, la asistencia social o atención sanitaria a todos los extranjeros que lo requieran, cualquiera sea su situación migratoria. Las autoridades de los establecimientos sanitarios deberán brindar orientación y asesoramiento respecto de los trámites correspondientes a los efectos de subsanar la irregularidad migratoria.
La nueva legislación incorpora el  debido proceso en situaciones de detención y expulsión. Esto implica la posibilidad de recurrir por vía judicial las decisiones de expulsión tomadas por la autoridad migratoria y la necesaria intervención del juez competente para ordenar detenciones relacionadas con la irregularidad migratoria. 

La nueva Ley de Migraciones recoge el criterio de nacionalidad esbozado en el Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR y asociados. Con ello, se abre la posibilidad de que aquellas personas que integran el MERCOSUR sean admitidas como residentes temporarios, obteniendo en primer término una residencia precaria que les permite: trabajar, entrar, salir y permanecer en el país, sin inconvenientes (art. 20)
Los  Estados Asociados, conocido como “Patria Grande”, abarcó a inmigrantes de Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela. 

El Gobierno Argentino implementó el Programa Nacional de Normalización Documentaria Migratoria “Patria Grande”, para aquellos extranjeros nativos de los Estados Parte del MERCOSUR y de sus Estados Asociados, a fines de facilitar la tramitación para acceder a una residencia regular en el país. Dicho Programa se implementó en la Ciudad de Buenos Aires, a través de los CGPC que funcionaron como organismos receptores del trámite.
Cabe mencionar que a fines de 2007, la Argentina ratificó la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. 

5) Suponiendo que el celular que tenía el joven efectivamente lo había robado: Realice una reflexión sobre la calidad de la intervención policial para ese hecho, como así también respecto del concepto de seguridad en general y sobre la seguridad y los derechos humanos en particular.
Luego de la caída de la última y más cruel dictadura militar, las diferentes administraciones del Estado, regida por el neoliberalismo a ultranza, debieron reciclar aspectos de mecanismos represivos de control social. Esto se ve reflejado en el funcionamiento de las diferentes fuerzas como la policía que, siendo la principal herramienta de represión de los gobiernos democráticos, continuó y continúa con prácticas violatorias a los Derechos Humanos.
La justicia penal ha ido endureciendo su legislación pretendiendo solucionar desde la domesticación y el disciplinamiento el llamado problema de la seguridad, cuando en realidad esto es una consecuencia de la coyuntura económica, social y cultural. La misma se caracteriza por altos niveles de desocupación y pobreza, las cuales desembocan en importantes índices de deserción escolar, violencia juvenil y en consecuencia el crecimiento de la delincuencia.
El fantasma de la inseguridad promovido por sectores privilegiados de la sociedad genera este tipo de política, como si el origen de tal situación fuera fruto de circunstancias aleatorias y no tuviera que ver  con un problema social estructural.

Este sistema basado en el castigo, continúa en otra escala, violando los derechos humanos.

La policía, desde un protagonismo particular en la sociedad con sus más visibles delitos ha gozado de una gradual expansión de sus facultades desde la dictadura militar de 1930 hasta hoy. Las mismas facultades que tienen relación directa con los abusos. Las estadísticas demuestran una relación de causa/efecto entre las detenciones arbitrarias y la frecuencia e intensidad de los abusos.
Esto se traduce en prácticas no normadas que habilitan a la Policía, hoy en democracia, a detenciones arbitrarias, como la “Averiguación de Identidad” que permite a la policía a demorar una persona que considera “sospechosa” invirtiéndose el principio de inocencia, pues la persona por el simple hecho de ser considerada sospechosa, debe demostrar su inocencia. Uno de los objetivos de este actuar, sobre todo ante los “portadores de cara”, es infundir temor reverencial en las personas hacia la Policía.
6) Realice una reflexión sobre los derechos que le asisten a Jorge en su calidad de migrante y el contraste respecto de la opinión policial sobre la materia.

Para poder realizar una mejor reflexión, sobre el tema estudiado, tendríamos que detenernos en el discurso de la palabra que circunda en la comunicación.
Cada vez que usamos la lengua, lo hacemos con una intención, la de comunicar, en cada acto comunicativo funciona un circuito en el cual el emisor transmite un mensaje a un destinatario o receptor, a sus vez, cada mensaje tiene un tema, relacionados a determinados hechos, el cual se llama referente.

Sin olvidarnos las competencias paralingüísticas: utilizar pausas, gestos, entonación, posturas y distancias que refuerzan la intención del mensaje oral. Todos estos elementos en una determinada situación comunicativa condicionan la transmisión y recepción del mensaje, además las determinaciones psicológicas, características personales, el ámbito socio cultural donde se refleja la ideología de cada individuo, es decir la forma en que se ve e interpreta el mundo desde sus conocimientos y valores.

Como educadores sociales/pedagogos sociales y como ciudadanos debemos analizar y debatir sobre los discursos que circundan en la sociedad. Y, con que naturalidad, ingenuidad y frecuencia se suceden las palabras, adjetivos y actitudes discriminatorias de las cuales fue víctima Jorge y su familia.

Lo que no debemos olvidar es que nada es “natural”, aunque el uso trate de mostrarlo como tal. La discriminación es una construcción social que tiene una red compleja de motivaciones. La misma puede ser voluntaria o involuntaria, la primera es la que marca intencionalmente y en forma negativa la diferencia del otro, la involuntaria es cuando “usamos” frases que se repiten sin advertir que ésta ofende.
En distintos ámbitos educativos estas “costumbres” (malas costumbres) se reproducen, sin tener en cuenta el daño psíquico futuro que pueden sufrir, las persona que son sometidas a estos actos discriminatorios y de abuso de poder, cargan la discriminación y exclusión como si fueran responsables y culpables. Los chicos se entrenan es esas prácticas reproduciendo lo que la comunidad y sus familias les ofrecen, en una necesidad de sentirse superiores a otros y para lograrlo utilizan la estrategia de la discriminación.
Estos discursos que circulan en la sociedad, uno de los más importantes por sus características es el discurso periodístico. En donde el emisor es una empresa o grupo de empresas, con un enorme poder en sus manos, y éste es aún mayor cuando es dueño/a de un multimedio: el mismo discurso circula a traves de la radio, la televisión y los periódicos. El mensaje es la información, opinión o todo el material simbólico que maneja el emisor. Su carácter es la unidireccionalidad, en el cual el receptor no puede dar respuesta. El referente es la situación  a la que se alude, el tema del cual se habla, que incluye tanto elementos reales como simbólicos. El receptor tiene un carácter multitudinario, y si hay algún tipo de manipulación por parte del emisor, la influencia que ejerce puede ser muy peligrosa.
A este tipo de humillación también fueron víctimas Jorge y su familia.

Por ejemplo el recorte del siguiente artículo demuestra el poder de estos medios que pueden llegar a instalar la xenofobia en la sociedad:

INVASION SILENCIOSA, por Luis Pazos. Revista de la Semana N°3. Buenos Aires, 4 de abril 2000.

“Los extranjeros ilegales ya son más de dos millones en el país. Utilizan escuelas y hospitales públicos. Les quitan el trabajo a los argentinos. Algunos se vuelcan a la delincuencia para no ser deportados. No pagan impuestos. Y los políticos miran para otro lado.” 
El receptor acepta el mensaje como expresión de una realidad. Pero se olvida de que el decir es un mero hecho del lenguaje. Si el receptor reconociera al emisor, cual es su inserción en la sociedad y cuáles son sus intereses sociales, políticos y económicos, descubriría sus intenciones.

Ley 25.871 de Migración protege a Jorge y su familia en sus artículos N°4; 5; 6; 7; 8, mencionados anteriormente, la Constitución Nacional en su Artículo 14
7) Defina una estrategia de acción o intervención para el caso. ¿Qué tipo de acciones habría que realizar para garantizar los derechos vulnerados? ¿Qué herramientas utilizaría para instrumentar esas acciones? ¿Qué organismos públicos consultaría o pediría su intervención
Como primera intervención, tenemos que recordar que el sistema educativo se constituyó como agente transmisor de una cultura válida con el mandato de civilizar, alfabetizar y homogeneizar. Al mismo tiempo que se extendía la educación básica a amplios y heterogéneos sectores de la población, se les negaban sus identidades culturales. Esta negación operó a través de la comunicación privilegiada de ciertas versiones del mundo sobre otras. Esta legitimación selectiva se relaciona con el sistema educativo, por ende con la sociedad misma, constituyendo una sociedad cruzada por la discriminación.
Reconocer estos rasgos del sistema no implica negar que la educación pueda hacer algo (P. Freire 1999); al contrario su potencialidad radica en desenmascarar las injusticias, discriminaciones, desigualdades para intentar quebrar con discursos y prácticas basadas en su naturalización. Esto tenemos que repensar para poder cambiar el discurso dominante. El aprendizaje de los DDHH serán efectivos si se los concibe de un modo integral. El abordaje de los problemas el respeto y la vigencia de los DDHH no se deben restringir al dictado de una materia específica, ni a la charla moralizante. El respeto o el olvido, el amor o la indiferencia por los DDHH se aprenden un a través  y según las vivencias que la familia, la escuela y la comunidad ofrecen a sus miembros.
Jorge desconoce sus derechos y las Leyes que lo protegen y legitiman sus derechos. Desde nuestra función como educadores sociales/pedagogos sociales debemos promover el conocimiento de estas Leyes, para así luchar contra los actos de abuso policial.

Una de las condiciones que debe darse para la promoción de los DDHH no se torne un discurso informativo-no formativo, es que la comprensión tanto intelectual como emocional de los DDHH, se alcance no sólo a través de formulaciones positivas sino también mediante el conocimiento de sus violaciones y la reflexión sobre la realidad. Esta es una estrategia para que los que habitan el territorio argentino tomen conciencia de la necesidad de la vigencia formal de los derechos, a fin de exigir su cumplimiento.
En el barrio de Jorge, no es la primera vez que sucede el abuso de poder por parte de la policía. Esto se debe en gran medida, que en los últimos años la inseguridad ha sido percibida como una de las principales preocupaciones sociales en el país y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,  agravando en algunos casos muchas de las prácticas policiales ilegales. 
La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires expresa, de manera categórica, que “La seguridad pública es un deber propio e irrenunciable del Estado y es ofrecido con equidad a todos los habitantes...” (Art. 34). Resulta por tanto un deber indelegable del Estado velar por el respeto integral de los derechos fundamentales y arbitrar los medios conducentes a efectos de evitar que se consumen actos que no se encuadren en el marco legal vigente y que importen lesiones a derechos fundamentales.

 El uso de la fuerza resultó excesivo, desproporcionado e irracional; esta conducta es llevada a cabo generalmente contra personas y sectores de la población social y económicamente más vulnerables de la Ciudad.

En el caso de Jorge, no sólo no se respetaron los estándares internacionales de protección de los derechos humanos sino que se cometieron diversos tipos de delitos que requirieron o requieren investigación en el fuero penal.

Según establece el art. 21 de la Ley de Seguridad Interior (Ley 24.059) los miembros de las instituciones policiales y fuerzas de seguridad del Estado Nacional deben ejercer sus funciones, en el marco de las normas constitucionales, legales y reglamentarias vigentes y de acuerdo con el principio de adecuación de los medios a emplear en cada caso, procurando fundamentalmente la preservación de la vida y la integridad física de las personas que deban constituir objeto de su accionar. 

Por su parte, el art. 22 de la citada Ley 24.059 dispone que los cuerpos policiales y fuerzas de seguridad deban incorporar a sus reglamentos las recomendaciones del Código de Ética Profesional establecido por la Asamblea General de las Naciones Unidas.
El “Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley”, establece que todos los agentes que ejercen funciones de policía, especialmente facultades de arresto o detención deberán, en el desempeño de sus funciones, respetar y proteger la dignidad humana y mantener y defender los derechos humanos de todas las personas (arts. 1º y 2º).

La policía, heredera de la dictadura militar, continua sin adecuarse a las reglas de la democracia y en muchos casos sigue reproduciendo esquemas de impunidad La policía, heredera de la dictadura militar, continua sin adecuarse a las reglas de de aquella dolorosa parte de nuestra historia.
Siendo la sociedad civil más vulnerada victima de los abusos policiales y de la impunidad con que estos funcionarios actúan. Debemos trabajar con la comunidad para el cumplimiento de los DDHH. Para esto tenemos que difundir y concientizar a las personas sobre la existencia de los mismos. Concientizándolos como sujetos de derecho, en pleno goce de sus facultades como seres humanos libres, autónomos y críticos.

· Una de las medidas es hacer pública la ley vigente de Actos Discriminatorios 23.592:
Actos discriminatorios que menos caben derechos y garantías fundamentales de los ciudadanos (expediente 38.5/88) (sanción 3-8-88- Diputados).

Articulo 1° - Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja, o de algún modo menos cabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidas en la Constitución Nacional, será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionado.
A los efectos del presente artículo se consideran particularmente los actos u omisiones discriminatorios determinados por motivos tales como raza, como nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos.
Articulo 2° - Elevase en un tercio el mínimo y en un medio al máximo de la escala penal de todo delito reprimido por el Código Penal o leyes complementarias cuando se ha cometido por  persecución u odio a una raza, religión o nacionalidad, o con el objeto de destruir en todo o en parte a un grupo nacional, étnico, racial, o religioso. En ningún caso se podrá exceder del máximo legal de la especia de pena de que se trate.

Articulo 3° - Serán reprimidos con prisión de un mes a tres años los que participen en una organización o realizar en propaganda basados en ideas o teorías de superioridad de una raza o un grupo de personas de determinada religión, origen étnico o color, que tengan por objeto la justificación o promoción de la discriminación racial o religiosa en cualquier forma. 

En igual pena incurrirán quienes por cualquier medio alentaren o incitaren a la persecución o el odio contra una persona o grupo de personas a causa de su raza, religión, nacionalidad o ideas políticas.

Articulo 4° - Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.
Dada en la sala de sesiones del Congreso de la Nación Argentina en Buenos Aires, a los tres días del mes de agosto del año 1988.

· Otra herramienta indispensable para la defensa de los derechos humanos es dar a conocer el nuevo manual ilustrado del pequeño detenido (CORREPI) (Coordinadora contra la represión policial e institucional).

Como trabajadores dentro del barrio del Bajo Flores, como primera medida nos dirigiremos al Departamento de Policía, donde fue detenido Jorge, presentándonos con un respectivo abogado para su defensa y exigir su libertad inmediata.

Como segunda medida hacer la denuncia a los organismos gubernamentales:

· INADI (Instituto Nacional contra la discriminación)

· CONADI (Comisión Nacional por el Derecho a la identidad)

· Defensoría del Pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

A los organismos no gubernamentales:

· CORREPI (Coordinadora Contra la Represión Policial e Institucional)

· APDH (Asamblea Permanente por los Derechos Humanos)
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